A, …..... de 2011

Señor Presidente de la República Dominicana

Leonel Fernández Reyna

Vía: Cesar Pina Toribio, Ministro de la Presidencia cesar.pina@sep.gob.do 

CC:

· Dr. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia

· Sr. Reynaldo Pared, Presidente del Senado de la República

info@senado.gov.do  

· Sr. Abel Martínez, Presidente de la Cámara de Diputados

centroderepresentacion@camaradediputados.gov.do 

Vía: Olimpia Méndez, Directora Centro de Rep. omendez@camaradediputados.gob.do  

· Sr. Demóstenes Martínez, Presidente de la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados

centroderepresentacion@camaradediputados.gov.do
Vía: Olimpia Méndez, Directora Centro de Rep. omendez@camaradediputados.gob.do 

· Sr. Juan de los Santos, Alcalde del Municipio Santo Domingo Este

· Sr. Casilla Minaya, Abogado del Estado.

· Sr. Carlos Morales Troncoso, Ministro de Relaciones Exteriores de la República Dominicana

relexteriores@mirex.gov.do 

CC: 

· Relatora Especial de Naciones Unidas sobre el Derecho a la Vivienda Adecuada

Raquel Rolnik, Geneva

raquelrolnik@gmail.com
Vía: Beatrice Quadranti BQuadranti@ohchr.org 

· Director Ejecutivo de UN-Habitat,

Juan Clos, Nairobi 

execdir.habitat@unhabitat.org
Objecto: Solidaridad con los desalojados y respectar las obligaciones legales de Republica Dominicana sobre el derecho a la vivienda

Nuestra organización, como otras relacionadas en el plano internacional, les comunicamos que estamos altamente alarmadas por el desconocimiento a la Vivienda como un Derecho Fundamental manifiestos en las actuales iniciativas de modificación de los Códigos Procesal Penal y Penal que criminalizaría a las familias que, por ser excluidas del sistema inmobiliario, y ante la falta de políticas sociales que garanticen acceso al suelo titulado para construir sus viviendas o lugares de cultivo agrícula, ocupan tierras e inmuebles ociosos. Estan hablando de criminalizar a más del 50% de la poblacion que actualmente carece de un « titulo legal ».

Todo ello queda evidente en la práctica cotidiana del Abogado del Estado de su país quien otorga la fuerza pública, como se muestran en multiples videos colgados en Internet y los ultimos sucesos ocurridos en su país con el desalojo de Altos de Brisas del Este el pasado 15 de octubre, las heridas a decenas de habitantes, incluyendo al diputado Juan Hubieres y parte de su equipo de seguridad. Las penas indicacas en el proyecto de Ley del diputado Henry Meran, acogido ya por el Senado de la República y por la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados, colocan a su país contra la obligacion legal contraida para proteger los derechos fundamentales, incluyendo el derecho a la vida y a la vivienda.

A este efecto destacamos los compromisos legales contraidos por el Estado Dominicano ante los organismos internacionales, en particular por la firma del Pacto Internacional sobre Derechos Ec Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). 

La implementación del PIDESC es una obligacion legal, no una opcion politica, incluida la aplicación de las Observaciones IV y VII indicadas expresamente por el CESCR al Gobierno Dominicano. (Ver CESCR: E-C.12-1-Add.16,12 diciembre 1997; E-C.12-1-Add.6, 6 de diciembre de 1996; E-C.12-1994-15, 19 de diciembre de 1994 y 14 diciembre 1990, reiteradas por las Recomendaciones de la misión AGFE de ONU-Hábitat, 8-14 marzo 2005) que vetan los desalojos, estableciendo que si por alguna causa estos se hicieren necesarios, el Estado se comprometió a proporcionar una alternativa digna y sustentable en consenso de los habitantes afectados. Su país estableció compromisos específicos para ajustar la normativa nacional para la protección y seguridad de tenencia a la gran cantidad de familias dominicanas que han construido sus viviendas o cultivos agrículas en terrenos de propiedad pública o privada, lo cual parecía garantizar su actual constititución en los artículos 51 y 59.

No obstante, la práctica de los desalojos forzosos realizada de manera sistemática por el Abogado del Estado nos ha demostrado, antes y después de la promulgación de la actual constitución de su país, que República Dominicana no ha ajustado su actuación al compromiso para “tomar todas las medidas adecuadas para garantizar el pleno respeto de todos los derechos económicos, sociales y culturales, en particular en relación con el derecho a la vivienda”.

Los dos (2) desalojos producidos contra la comunidad de Altos de Brisas del Este los dias 4 de mayo y 15 de octubre de este año 2011, demuestran esta ultima aseveración. Los videos demuestran la brutalidad de la acción, donde las viviendas fueron demolidas en condiciones solamente parecidas a las prevalecientes en algunos lugares del mundo como Palestina y Zimbabwe, y donde varias personas resultaron heridas, incluyendo el diputado Juan Hubieres quien junto a su sindicato Fenatrano habían asumido solidariamente la defensa de la comunidad.

En tal sentido, espresamos nuestra total solidaridad con las personas, famillas y organizaciones afectadas, en particular con la coalicón que defiende el derecho a la vivienda, y demandamos de su Gobierno y del conjunto de las instituciones del Estado, incluyendo el Congreso Nacional :

1. Apertura de una mesa de dialogo, incluyendo las organizaciones de habitantes, para encontrar soluciones a la crisis habitacional y de suelo en el total respecto de los derechos humanos y las obligaciones legales del PIDESC;

2. Sobre la modificación que se propone introducir a los Códigos Procesal Penal y Penal :

· no introducir pena adicional a los ocupantes de los terrenos y edificios vacios, sino la despenalización de las ocupaciones implementadas en estado de necesidad, no por fines especulativos;

· tomar todas las providencias para garantizar la seguridad de tenencia a las familias que habitan o trabajan sin títulos de propiedad en terrenos del Estado o privados;

· acordar un periodo de moratoria total de almenos tres anos de todos los desalojos en proceso, periodo necesario para la regularizacion de titulos y la implementacion de politicas de vivienda y urbanismo que ofrezcan soluciones duraderas. 

3. En el caso de los desalojos del 4 de mayo y del 15 de octubre en la comunidad de Altos de Brisas del Este del municipio Santo Domingo Este, solicitamos:

· Devolución inmediata de los terrenos a la comunidad de Altos de Brisas en la parcela 185-171 sobre la cual existe un acuerdo de compra de las familias desalojadas con la propietaria de los títulos Sra. Gladys Benzo Viuda Pimentel, según Certificación del Registro de Títulos del Distrito Nacional dada a conocer internacionalmente;

· Reconstrucción del barrio Altos de Brisas e indemnización a las familias por los daños ocasionados;

· Castigo en la justicia a todos quienes se evidencie tienen responsabilidad en estos hechos. 

Finalmente, Señor Presidente de la República y el Conjunto de autoridades dominicanas: 

Conocemos de las intenciones del Estado Dominicano para declarar área protegida el farallón donde están asentadas las familias, ubicado en el municipio Santo Domingo Este, la exisencia de declaratorias de mediante los decretos 381-92, 383-03 y especialmente el 1214-04 emitido por su excelencia. No obstante este ultimo decreto ordena la elaboración de un Plan de Manejo indicando las zonas habitables o para otros usos, resultando muy sorprendente que, pese al conocimiento del justo proceso en ordenado y aun no completado, el Alcalde del municipio Santo Domingo Este, al márgen de la Sala Capitular, se haya aventurado a realizar por segunda ocasión este desalojo cuando la institución de bienes nacionales había establecido ya en 2008 a los propios moradores que no podía vender los terrenos porque el Estado Dominicano no poseia tierras en la parcela 185-171.

Estamos informando a los órganos responsables de las Naciones Unidas para mediar ante su gobierno a todos los niveles, asi como la opinión pública internacional, incluidos los inversores, para que tengan en cuenta estos hechos y sus elecciones en las decisiones relacionadas con el turismo y la inversión en su país.

Esperamos que la justicia prevalezca y se devuelva la paz a las familias de Altos de Brisas del Este y de Santo Domingo, como se lo merecen su hermoso país y valeroso pueblo. 

Firmado

(nombre y dirección de la organización que entrega la carta)

